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SUMARIO: 
 
IVA. Operaciones no sujetas. Prestaciones de servicios a título gratuito obligatorias en virtud de normas 
jurídicas o convenios colectivos. Asistencia jurídica gratuita: cambio de criterio. Base imponible. Regla 
general. Conceptos incluidos. Importe total de la contraprestación. En el caso planteado nos encontramos 
ante un abogado ejerciente adscrito al servicio de asistencia jurídica gratuita al amparo de lo dispuesto en la Ley 
1/1996 (Asistencia jurídica gratuita). En consecuencia, tendrá la condición de empresario o profesional a efectos 
del Impuesto y la prestación de servicios de dirección letrada en favor de las personas o entidades con derecho a 
la asistencia jurídica gratuita, será una operación que, de conformidad con lo establecido en el art. 4 de la Ley 
37/1992 (Ley IVA), estará sujeta al referido Impuesto. No obstante, la Administración, teniendo en cuenta por un 
lado, el informe emitido con fecha 18 de junio de 1986 por el Ministerio de Justicia, en el que se concluía que, en 
ese caso, los servicios se prestan por abogados y procuradores con carácter obligatorio y gratuito, y por otro, el 
art. 7.10º de la Ley 37/1992 s(Ley IVA) que establece que no están sujetas al Impuesto “las prestaciones de 
servicios a título gratuito a que se refiere el art. 12.3º de esta Ley que sean obligatorias para el sujeto pasivo en 
virtud de normas jurídicas o convenios colectivos, incluso los servicios telegráficos y telefónicos prestados en 
régimen de franquicia”, consideró que no estaban sujetos al Impuesto los servicios prestados por abogados y 
procuradores en los casos en que fueran designados en virtud del ejercicio del derecho de asistencia jurídica 
gratuita regulado en la Ley 1/1996 (Asistencia jurídica gratuita), ya que, dichos servicios son prestados con 
carácter obligatorio y gratuito. No obstante lo anterior, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, se ha 
pronunciado sobre la tributación en el Impuesto de los servicios prestados por abogados a los beneficiarios del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita en el marco de un régimen nacional de asistencia jurídica gratuita -el 
belga-, equivalente al nuestro, en su reciente sentencia, de 16 de julio de 2016, asunto C-543/14 (NFJ063393). 
Exenciones en operaciones interiores. Asistencia social. El Tribunal, partiendo de la sujeción de los referidos 
servicios al Impuesto, en tanto que servicios prestados a título oneroso por un empresario o profesional a efectos 
del mencionado tributo, se cuestiona la posible aplicación a los mismos del supuesto de exención contemplado en 
el art. 132.1.g) de la Directiva 2006/112/CE del Consejo (Sistema Común del IVA) -precepto transpuesto en el art. 
20.Uno.8º de la Ley 37/1992 (Ley IVA)-. Pues bien, el mencionado art. 132.1.g) de la Directiva 2006/1127CE del 
Consejo (Sistema Común del IVA) debe interpretarse en el sentido de que los servicios prestados por los 
abogados a los justiciables que disfrutan de asistencia jurídica gratuita en el marco de un régimen nacional de 
asistencia jurídica gratuita, como el que es objeto del litigio principal, no están exentos del IVA: no puede 
considerarse que la categoría profesional de los abogados y procuradores en general tenga un carácter social ya 
que no todos prestan servicios en el marco del régimen nacional de asistencia jurídica gratuita, sino únicamente 
aquellos que se presentan voluntariamente para hacerlo con carácter principal o accesorio y que están inscritos a 
tal efecto en una lista que se elabora anualmente; por lo tanto, prestar servicios en tal régimen no constituye sino 
un objetivo más entre otros de la profesión de abogado.  
En consecuencia, la aplicación de la jurisprudencia del Tribunal al supuesto planteado determina que la Dirección 
General de Tributos deba proceder a cambiar el criterio mantenido hasta ahora respecto de la tributación de los 
servicios prestados por abogados y procuradores a los beneficiarios del derecho a la asistencia jurídica gratuita al 
amparo de la Ley 1/1996 (Asistencia jurídica gratuita), puesto que tales servicios se encuentran sujetos y no 
exentos del Impuesto, siendo aplicable el tipo impositivo general del 21 por ciento.  
 
PRECEPTOS: 
 
Ley 37/1992 (Ley IVA), arts. 1, 4, 5, 7, 11, 20 y 78. 
Directiva 2006/112/CE del Consejo (Sistema Común del IVA), art. 132. 
Ley 1/1996 (Asistencia jurídica gratuita), art. 36. 
Ley 58/2003 (LGT), art. 89. 
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 Descripción sucinta de los hechos: 
 
 La persona física consultante, de profesión abogado, está adscrito al correspondiente Turno de Oficio 
prestando servicios de asistencia jurídica gratuita al amparo de la Ley 1/1996, de 10 de enero. 
 
 Cuestión planteada: 
 
 Sujeción de las operaciones objeto de consulta al Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 
 Contestación: 
 
  
1.- El art. 1 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (BOE de 29 de diciembre) 
define el Impuesto del siguiente modo:  
 
 “El Impuesto sobre el Valor Añadido es un tributo de naturaleza indirecta que recae sobre el consumo y 
grava, en la forma y condiciones previstas en esta Ley, las siguientes operaciones:  
 
 a) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por empresarios o profesionales.  
 b) Las adquisiciones intracomunitarias de bienes. 
 c) Las importaciones de bienes.”. 
 
 El artículo 4, apartado uno, de la referida Ley establece que “Estarán sujetas al Impuesto las entregas de 
bienes y prestaciones de servicios realizadas en el ámbito espacial del Impuesto por empresarios o profesionales 
a título oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad empresarial o profesional, 
incluso si se efectúan en favor de los propios socios, asociados, miembros o partícipes de las entidades que las 
realicen.”.  
 En este sentido, la propia Ley del Impuesto recoge el concepto de empresario o profesional en su artículo 
5, cuyo apartado uno, letra a), atribuye tal condición, entre otros, a las personas o entidades que realicen las 
actividades empresariales o profesionales definidas en el apartado siguiente de ese artículo, según el cual, son 
actividades empresariales o profesionales las que implica la ordenación por cuenta propia de factores de 
producción materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución 
de bienes o servicios.  
 Conforme al artículo 11.Uno de la Ley 37/1992 tendrá la consideración de prestación de servicios toda 
operación sujeta al citado tributo que, de acuerdo con la Ley del Impuesto, no tenga la consideración de entrega, 
adquisición intracomunitaria o importación de bienes.  En el apartado dos del referido precepto se declara que, 
en concreto, tendrá la consideración de prestación de servicios, el ejercicio independiente de una profesión, arte u 
oficio.  
Según los hechos descritos en el escrito de consulta, la consultante es una abogado ejerciente adscrita al servicio 
de asistencia jurídica gratuita al amparo de lo dispuesto en la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica 
gratuita (BOE de 12 de enero). En consecuencia, en el caso planteado en la consulta, la consultante tendrá la 
condición de empresario o profesional a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido y la prestación de servicios 
de dirección letrada en favor de las personas o entidades con derecho a la asistencia jurídica gratuita, será una 
operación que, de conformidad con lo establecido en el artículo 4 de la Ley 37/1992, estará sujeta al referido 
Impuesto.  
 
 2.- Sin embargo, en la Resolución de 18 de junio de 1986, de esta Dirección General de Tributos (BOE del 
25 de junio), por referencia al informe emitido con fecha 18 de junio de 1986 por el Ministerio de Justicia, se 
estableció que “los servicios prestados por Abogados y Procuradores en el denominado turno de oficio o para la 
asistencia letrada al detenido son obligatorios para dichos profesionales en virtud de las normas jurídicas 
vigentes”; señalando a su vez el mencionado informe que “las cantidades que con cargo a los presupuestos del 
Estado se asignan a los citados profesionales por la prestación de dichos servicios no tienen el carácter de 
retribución ni compensación por la prestación de los mismos.”.  
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 Por consiguiente, de acuerdo con el referido informe, se concluía que, en ese caso, los servicios se 
prestan por abogados y procuradores con carácter obligatorio y gratuito.  
 Por otra parte, en el artículo 7.10º de la Ley 37/1992 se establece que no están sujetas al Impuesto sobre 
el Valor Añadido “las prestaciones de servicios a título gratuito a que se refiere el artículo 12, número 3º de esta 
Ley que sean obligatorias para el sujeto pasivo en virtud de normas jurídicas o convenios colectivos, incluso los 
servicios telegráficos y telefónicos prestados en régimen de franquicia”.  
 En virtud de lo anterior, este Centro directivo consideró que no estaban sujetos al Impuesto sobre el Valor 
Añadido los servicios prestados por abogados y procuradores en los casos en que fueran designados en virtud del 
ejercicio del derecho de asistencia jurídica gratuita regulado en la Ley 1/1996, ya que, según los criterios 
contenidos en la citada Resolución de esta Dirección General, dichos servicios son prestados con carácter 
obligatorio y gratuito.  
 
 3.- No obstante lo anterior, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo sucesivo, el Tribunal), en 
contestación a diversas cuestiones prejudiciales planteadas al efecto por el Tribunal Constitucional belga, se ha 
pronunciado sobre la tributación en el Impuesto sobre el Valor Añadido de los servicios prestados por abogados a 
los beneficiarios del derecho a la asistencia jurídica gratuita en el marco de un régimen nacional de asistencia 
jurídica gratuita, equivalente al que es objeto de consulta, en su reciente sentencia de 16 de julio de 2016, dictada 
en el Asunto C-543/14.  
 
 El Tribunal, partiendo de la sujeción de los referidos servicios al Impuesto sobre el Valor Añadido, en tanto 
que servicios prestados a título oneroso por un empresario o profesional a efectos del mencionado tributo, se 
cuestiona la posible aplicación a los mismos del supuesto de exención contemplado en el artículo 132, apartado 1, 
letra g), de la Directiva 2006/112 (precepto transpuesto a nuestra Ley nacional en el artículo 20.Uno.8º de la Ley 
37/1992).  
 El referido artículo 132 de la Directiva del Impuesto, regula las exenciones aplicables a ciertas actividades 
de interés general, y dispone lo siguiente en su apartado 1:  
 
 “Los Estados miembros eximirán las operaciones siguientes: 
 
 (…) 
 
 g) las prestaciones de servicios y las entregas de bienes directamente relacionadas con la asistencia 
social y con la Seguridad Social, incluidas las realizadas por las residencias de tercera edad, realizadas por 
Entidades de Derecho público o por otros organismos a los que el Estado miembro de que se trate reconozca su 
carácter social;  
 
 (…).”. 
 
 En los apartados 63 a 65 de la citada sentencia, el Tribunal concluye lo siguiente: 
 
 “63 (…) la aplicación de dicha exención no sólo está sujeta a un requisito relativo al carácter social de los 
servicios prestados de que se trate, que deben estar directamente relacionados con la asistencia social y la 
seguridad social, sino que, además, se limita a los servicios prestados por organismos a los que se reconozca un 
carácter social.  
 64 En el presente asunto, se desprende de los autos que obran en poder del Tribunal de Justicia que no 
todos los abogados prestan servicios en el marco del régimen nacional de asistencia jurídica gratuita, sino 
únicamente aquellos que se presentan voluntariamente para hacerlo con carácter principal o accesorio y que 
están inscritos a tal efecto en una lista que se elabora anualmente. Por lo tanto, prestar servicios en tal régimen no 
constituye sino un objetivo más entre otros de la profesión de abogado.  
 65 Por consiguiente, los servicios prestados por los abogados en el marco del régimen de asistencia 
jurídica gratuita objeto del litigio principal no están exentos del IVA en virtud del artículo 132, apartado 1, letra g), 
de la Directiva 2006/112.”.  
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 4.- En consecuencia, la aplicación de la jurisprudencia del Tribunal al supuesto planteado determina que 
esta Dirección General de Tributos deba proceder a cambiar el criterio mantenido hasta ahora respecto de la 
tributación de los servicios prestados por abogados y procuradores a los beneficiarios del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita al amparo de la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, puesto que tales 
servicios se encuentran sujetos y no exentos del Impuesto sobre el Valor Añadido, siendo aplicable el tipo 
impositivo general del 21 por ciento.  
 
 De acuerdo con todo lo anterior, este Centro directivo considera ajustada a Derecho la siguiente 
contestación a la consulta formulada, por lo que respecta al Impuesto sobre el Valor Añadido:  
 
 - Los servicios prestados por abogados y procuradores a los beneficiarios del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita estarán sujetos y no exentos del Impuesto, debiéndose repercutir en factura el Impuesto sobre el 
Valor Añadido al tipo impositivo general del 21 por ciento a su beneficiario, destinatario de la prestación de tales 
servicios.  
 El cambio de criterio de este Centro directivo se apoya, como se ha indicado, en la sentencia del Tribunal 
de fecha 16 de julio de 2016 y en la consideración de que los mencionados servicios prestados por los abogados y 
procuradores en el marco de la Ley 1/1996 se realizan a título oneroso toda vez que, de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo 78.Uno de la Ley 37/1992, constituye la base imponible de las operaciones sujetas, el importe total 
de la contraprestación pagada por el destinatario de las mismas o por un tercero.  
 En consecuencia, considerando que los servicios de asistencia jurídica prestados por los abogados o 
procuradores a los beneficiarios de la asistencia jurídica gratuita son retribuidos no por dicho destinatario sino por 
un tercero, en este caso la Administración Pública competente, se llega a la conclusión del carácter oneroso de 
tales servicios, formando parte la base imponible de dicha prestación la retribución que perciban con cargo a 
fondos públicos por su intervención en el correspondiente procedimiento judicial.  
 
 5.- Finalmente, respecto de la posible incidencia que el cambio de criterio administrativo puede tener para 
los obligados tributarios, cabe señalar que, el artículo 89.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria (BOE de 18 de diciembre), establece:  
 
 “1. La contestación a las consultas tributarias escritas tendrá efectos vinculantes, en los términos previstos 
en este artículo, para los órganos y entidades de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los 
tributos en su relación con el consultante.  
 En tanto no se modifique la legislación o la jurisprudencia aplicable al caso, se aplicarán al consultante los 
criterios expresados en la contestación, siempre y cuando la consulta se hubiese formulado en el plazo al que se 
refiere el apartado 2 del artículo anterior y no se hubieran alterado las circunstancias, antecedentes y demás datos 
recogidos en el escrito de consulta.  
 Los órganos de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos deberán aplicar los 
criterios contenidos en las consultas tributarias escritas a cualquier obligado, siempre que exista identidad entre 
los hechos y circunstancias de dicho obligado y los que se incluyan en la contestación a la consulta”.  
 Por otra parte, el artículo 68.1 del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión 
e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, 
aprobado por Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio (BOE de 5 de septiembre), dispone en su apartado primero:  
 
 “Cuando la contestación a la consulta incorpore un cambio de criterio administrativo, la Administración 
deberá motivar dicho cambio.”  
 
 De acuerdo con los anteriores preceptos, cabe señalar que la contestación de una consulta tributaria 
persigue un objetivo evidente, como es que el obligado tributario conozca el criterio administrativo aplicable en la 
materia con anterioridad al ejercicio de derechos o al cumplimiento de obligaciones por parte de éste (artículo 88.2 
Ley General Tributaria). Por ello, atendiendo al principio de seguridad jurídica, en los supuestos de cambio de 
criterio administrativo derivado de una contestación vinculante posterior, la normativa establece la necesidad de 
motivar dicho cambio.  

http://www.fiscal-impuestos.com/�
https://www.facebook.com/CEFfiscalimpuestos/�
https://twitter.com/ClubFiscal�
https://www.linkedin.com/groups/4189644�
https://es.pinterest.com/estudioscef/libros-tributacion/�
https://www.youtube.com/videoscef�
https://plus.google.com/b/105597271181857568473/communities/105530953605649081435�
https://www.instagram.com/estudioscef/�


 
 

www.fiscal-impuestos.com
                   

 

 En relación con los efectos de un cambio de criterio, ha de señalarse que el carácter vinculante de la 
contestación a las consultas tributarias se mantendrá para la Administración tributaria en relación con las 
obligaciones y derechos cuyo cumplimiento y ejercicio, respectivamente, hubiesen de materializarse por el 
obligado tributario durante la vigencia de dicho criterio.  
 
 6.- Lo que comunico a Vd. con efectos vinculantes, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 
89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.  
 
Fuente: Sitio web del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
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